PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de: 

LEY

Artículo 1°: Declárese de utilidad pública y sujeto a expropiación las fracciones de terrenos ubicadas en la localidad de Ezpeleta, Partido de Quilmes, individualizadas como: Circunscripción V, Sección B, Fracción I, Parcela 15 a, ubicadas entre las calles Andrés Baranda, Namuncurá, República de Francia y el Barrio de Monoblocks, inscriptos sus dominios  en la Matrícula 48.796, a nombre de la Unión Obrera Metalúrgica.

Artículo 2°: La Dirección de Geodesia, dependiente del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, será la encargada de realizar el respectivo plano de mensura y subdivisión, adecuando las medidas de cada parcela a los hechos existentes, exceptuándose para el caso la aplicación de las Leyes 6553, 6254 y el Decreto Ley 8912/77, texto ordenado según Decreto 3398/87.

Artículo 3°: las parcelas originadas serán adjudicadas  en propiedad, a título oneroso, y por venta directa a sus actuales ocupantes, correspondiendo la concesión de un lote por núcleo familiar.

Artículo 4°: el Organismo de Aplicación de la presente ley será determinado por el Poder Ejecutivo, quien tendrá a su cargo el contralor y la efectividad de las adjudicaciones, actuando como ente coordinador entre las distintas áreas administrativas Provinciales y Municipales.

Artículo 5°: Para el cumplimiento de la finalidad prevista, el Organismo de Aplicación tendrá a su cargo las siguientes funciones:

a) Podrá delegar en la Municipalidad de Quilmes la realización de un              censo integral de la población afectada y determinar el procedimiento de datos recogidos, el estado ocupacional y socioeconómico de las personas que allí viven.

b) Transferir las tierras expropiadas a los ocupantes de ellas.

Artículo 6°: Las mejoras existentes en la parcela a expropiar se presumen como realizadas por los actuales ocupantes.

Artículo 7°: Serán adjudicatarios de las parcelas a crearse aquellos ocupantes que reunan los siguientes requisitos:

a) Detentar una ocupación efectiva del inmueble.

b) Ninguno de los miembros del grupo familiar podrá poseer a su nombre otro inmueble, ni ser beneficiarios de otra vivienda, bajo cualquier régimen.

Artículo 8°:  Los adjudicatarios estarán obligados a cumplir con los siguientes requisitos:

a) Destinar el inmueble a vivienda familiar única y de carácter permanente.

b) No enajenar, arrendar, transferir o gravar total o parcialmente, ya sea a título oneroso o gratuito, el inmueble por un lapso de quince (15) años a partir de la fecha de la adjudicación.

c) Construir la vivienda propia sobre el terreno adjudicado en un plazo no mayor de cinco (5) años a partir de la fecha de la adjudicación.  El plazo podrá ser ampliado por el Organismo de Aplicación en caso debidamente justificado.

d) Cumplir con las obligaciones fiscales que graven el inmueble desde la fecha de la escrituración.

 c) La violación a lo establecido en los incisos anteriores ocasionará:

1- La pérdida de todo derecho sobre el inmueble con la reversión de su dominio al Estado Provincial.

2- La prohibición de ser adjudicatario de otro inmueble dentro del régimen de la presente Ley o normas similares.

Artículo 9°: El monto total a abonar por cada adjudicatario surgirá del costo expropiatorio. Los adjudicatarios abonarán cuotas mensuales que no podrán exceder el 10 % de los ingresos del grupo familiar. El plazo de pago no podrá ser inferior a diez (10) años ni superior a veinticinco (25), debiendo, los adjudicatarios, acordar el plazo  de pago con el Estado Provincial.

Artículo 10°: Las adjudicaciones podrán ser rescindidas por el Organismo de Aplicación de acuerdo a las siguientes cláusulas:

a) Cuando lo solicite el Adjudicatario.

b) Por incumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente ley.

Artículo 11°: La Escritura Traslativa de Dominio a favor de los adjudicatarios será otorgada por la Escribanía General de Gobierno, estando exenta del pago de todo impuesto.

Artículo 12°: Autorízase al Poder Ejecutivo a  efectuar, en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el ejercicio vigente, las adecuaciones presupuestarias para el cumplimiento de la presente Ley.

Artículo 13°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.  

FUNDAMENTOS:

El espíritu del presente proyecto es dar respuesta y regularizar la situación, sumamente precaria, en la que se encuentran los vecinos de Quilmes que han ocupado las tierras a expropiar.

Los ocupantes, me refiero a las  más de trescientas (300) familias que allí han construido su hogar, pertenecen a la clase trabajadora, sector más castigado por la compleja  situación económica desatada tras la crisis del año 2001. Empujados por dicha crisis, en vista de la falta de vivienda propia y al no poder hacer frente a pagos de alquiler, no tuvieron otra opción que la ocupación pacífica del predio en el año 2002. De más está decir, que el barrio, gracias al esfuerzo conjunto, ha progresado mucho, se podría decir que cerca de en un noventa por ciento (90%) de las viviendas son de material, con esto han logrado cambiar el paisaje urbano, ya que relevaron las primarias casillas de chapas.                                                                              Con su actividad social le están imprimiendo una rica vida social al barrio en general, ya que se han organizado en una institución vecinal, deliberativa, en donde discuten los proyectos comunitarios que están llevando adelante y los que aún deben realizar a fin de convertir su espacio en un barrio que cuente con los servicios de saneamiento e higiene necesarios para llevar adelante la vida comunitaria.

A modo de ilustrar la dinámica que estos vecinos le imprimieron al desarrollo barrial, debo destacar que la ocupación fue totalmente pacífica, con asentimiento de otros vecinos ya instalados en los barrios lindantes, debido a que este predio estaba abandonado y carecía de limpieza convirtiéndose en una amenaza para los otros barrios. 

           En el marco de lo fundamentado, el presente proyecto se objetiviza en un derecho constitucional como lo es el del acceso a la vivienda digna para cada familia que habita nuestra tierra. Frente al hecho de la ocupación de tierras y construcción de viviendas realizada por estos trabajadores, es deber del Estado  implementar medidas  tendientes a asegurar un estado de Justicia Social a fin de eliminar la precariedad jurídica actual que coloca a estos vecinos en un estado constante de angustia e inseguridad frente al temor de ser desalojados de las viviendas levantadas con tanto esfuerzo. Ellos están ejerciendo un derecho y nosotros como legisladores debemos acercarles la Ley como herramienta a fin de volver sus condiciones de vida dignas y seguras, propiciando así el desarrollo de otras instancias de superación y crecimiento, esforzándonos en que los sectores populares puedan seguir ejerciendo otras acciones en la consecución de sus reivindicaciones particulares.

            Por los motivos expuestos, y atentos a legislar en función del bienestar de nuestro pueblo, y particularmente a favor de los sectores populares, es que solicito a los Señores Legisladores que acompañen con su voto favorable el presente proyecto.

